STJSL-S.J. – S.D. Nº 108/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a tres días de diciembre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA –- Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “RAMIREZ JULIO ANDRÉS c/ POLICIA DE LA PROVINCIA DE SAN LUIS s/ ACCIDENTE o ENFERMEDAD LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 79173/8.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a fs. 548, el apoderado de la parte actora interpone recurso de casación, fundando el mismo a fs. 550/554, contra la Sentencia R.L. Laboral Nº 25/2015, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Primera Circunscripción Judicial, de fecha 03/03/15 obrante a fs. 542/546 de autos, que resuelve hacer lugar al recurso de apelación deducido a fs. 460, revocar la sentencia en recurso y rechazar la demanda con costas. Asimismo, declara abstracto el recurso de apelación deducido a fs. 462, con costas por su orden. El recurso se funda en lo dispuesto por los incs. a) y b) del art. 287 del CPC y C.
Analizadas las constancias de fs. 547, 548 y 554 de autos, surge que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término, ataca una sentencia definitiva y el recurrente se encuentra exento de abonar el correspondiente depósito judicial. (cfr. art. 290 del CPC y C). 
En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 del código de rito, que el recurso articulado deviene formalmente procedente. 

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA. 
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a fs. 550/554, el apoderado de la parte actora funda el Recurso de Casación, sostiene que la sentencia R.L. Laboral Nº 25/2015 vulnera groseramente derechos del actor consagrados en los arts. 14 bis, 16, 17, 19, 31, 75 inc. 12, y demás arts. de la Constitución Nacional que enumera, el Pacto de San José de Costa Rica, la Convención Americana de Derechos Humanos y la Declaración Universal de los Derechos del Hombre (Bogotá 1949); como así también lo que prescribe el art. 1113 del C. Civil y cc. del mismo cuerpo legal (arts. 1078 y 1083) y también el deber de seguridad establecido en el art. 75 de la Ley de Contrato de Trabajo, que recepta el régimen de la responsabilidad objetiva, dándose la causal del art. 287 inc. b) del CPC y C que reza: “El recurso deberá fundarse cuando se hubiere interpretado erróneamente una norma legal”. 

Luego de realizar una breve síntesis de los antecedentes de la causa, en el punto 3) EXPRESA AGRAVIOS-PRIMER AGRAVIO manifiesta, que la Cámara al analizar la pretensión recursiva, efectúa una transcripción de jurisprudencia que no es aplicable al caso concreto, lo que lleva a una errónea interpretación del derecho, fundada en una jurisprudencia errónea y absurda su aplicación al caso, y resultando injusto que la demandada se beneficie cuando se sirvió del servicio prestado por el actor en la Guardia de la Casa de Gobierno y se la exima de pagar los daños que le produjo la lesión en el rostro, en ocasión de su prestación, desempeñando la función como lo prescribe el art. 1113 del C. Civil y cc. del mismo (arts. 1078 y 1083), y también el deber de seguridad del art. 75 de la LCT que recepta el régimen de la responsabilidad objetiva. 

Manifiesta que, en autos se encuentran dados todos los presupuestos fácticos establecidos en los arts. 1078 y 1083 del C.C., permitiendo la subsunción jurídica en la mentada norma. 

Destaca que, los presupuestos de procedencia de los arts. 1078 y 1083 del Cód. Civil, han dado lugar a posiciones polarizadas en doctrina, y siguiendo una línea jurisprudencial, tomada de los precedentes de la Corte Suprema en las causas “Mengual” (Fallos: 318:1960), “Lapegna” y “Lupia” ambas de 1996; según la cual todos los lesionados “en y por actos de servicio” pertenecientes a las Fuerzas Armadas o de Seguridad y a los cuales las respectivas leyes orgánicas no les reconocían resarcimiento alguno, sino tan solo un haber de retiro de naturaleza previsional, tenían derecho a la indemnización del régimen jurídico común, sea que el daño proviniese de un “acto típicamente accidental” o que fuera el resultado de acciones en cumplimento de funciones propias de la Fuerza que integraban. 

Sostiene que, el actor no pertenecía a un grupo especial antidisturbios pero estaba prestando un servicio de seguridad, bajo el orden disciplinario de la Policía de la Provincia, que estaba para proteger a los Sres. Ministros del ejecutivo, al Sr. Gobernador y a los mismos manifestantes, por lo que la sentencia de Cámara no cumple con los principios constitucionales en mérito al proceso judicial, que es un mérito racional de debate, un instrumento para la solución pacífica de los conflictos intersubjetivos de intereses que se suscitan en la convivencia. 

Como segundo agravio, manifiesta que la Excma. Cámara considera que solo le corresponde al actor el haber de retiro de la Policía, pero confunde lo que es un haber previsional con una indemnización. Destaca que en tal sentido, resulta necesario señalar que los vocablos retiro y pensión no se asocian con la idea de resarcimiento, reparación o indemnización, sino que tienen una notoria resonancia previsional, referente tanto a quienes por su salud, por su edad, su incapacidad, deban abandonar el servicio, como a  aquellos a los que el ordenamiento confiere beneficios, que nace en su cabeza como secuela del fallecimiento de un pariente de los allí enumerados. 

Enfatiza que el 18 de diciembre de 2007, el Alto Tribunal dictó fallo en las causas “Aragón” y “Lestón”, estableciendo que, en términos que no dejan dudas, en la doctrina del caso “Azzetti” (Fallos: 321:3363) no sólo se hallaban incluidos los heridos de guerra, sino también todo el personal de las Fuerzas Armadas o de Seguridad que se lesionara, mutilara o incapacitara como consecuencia del desempeño de funciones o misiones específicas de la fuerza.

Aduce que, el marco jurídico aplicable es el derecho administrativo federal, más precisamente, el ámbito de responsabilidad del Estado por daños causados sin culpa a un agente público, que sufrió detrimento en su persona o en sus bienes patrimoniales con motivo del cargo o la función desempeñada, por lo que concluye que es procedente el resarcimiento del derecho común que se persigue, de conformidad con el art. 1113 del Cód. Civil. Cita doctrina y jurisprudencia que se tiene por reproducida. 

2) Corrido el traslado de ley, a fs. 560/566 la demandada, Fiscalía de Estado, contesta el mismo, solicitando el rechazo del recurso de casación, por ser manifiestamente improcedente. Sostiene que el cuestionamiento de la parte actora está relacionado con presuntas cuestiones de errónea interpretación de una norma legal, cuya valoración esta reservada a los jueces de primera y segunda instancia conforme su ámbito de actuación, siendo irrevisables por vía de casación. 

3) Según constancia de Secretaría de fs. 567, de fecha 14/05/15, con fecha 11/05/15 a la hora 22:46, el apoderado de la codemandada ASOCIART S.A. contesta traslado vía IOL. Manifiesta que la aplicación de los principios del derecho ritual al presente caso, conducen a la descalificación de la censura (sic), pues es manifiesto y categórico que el recurso no vence satisfactoriamente los requisitos necesarios para su procedencia, lo que coloca al Superior Tribunal de Justicia, en imposibilidad de analizar los vicios que se imputan al fallo.  Destaca que desde este punto de vista, los argumentos vertidos solo trasuntan la discrepancia del recurrente con los fundamentos exhibidos por el Tribunal a-quo, pero no alcanza a demostrar el desvío alegado. Formula reserva constitucional. 

4) Que a fs. 570/572 vta., obra dictamen del Sr. Procurador General, que se expide por el rechazo del recurso de casación, por los fundamentos que expone, al que remitimos brevitatis causae.

5) Que a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en relación a lo sostenido por el recurrente, en armonía con lo prescripto por el art. 301 inc. a y b) del Código de rito, debe dilucidarse en este estadio procesal, si en la resolución recurrida existen algunas de las causales previstas en el art. 287 de la citada ley, como así también si el escrito de fundamentación se basta a si mismo, surgiendo con claridad alguna de las circunstancias señaladas en la norma, caso contrario el recurso deducido no podrá prosperar. 
Cuando el art. 287 del CPC y C., impone que el recurso deberá encuadrarse en alguna de las causales que enumera, significa que en el escrito de interposición debe hacerse alusión a cuál de las causales previstas se refiere, como condición necesaria para que pueda entrarse al tratamiento de la irregularidad que se pretende subsanar. 

Ello es así, porque la interposición del recurso de casación y los fundamentos que contenga fijan la propia competencia del Superior Tribunal, por lo que si no se ha fundado debidamente, no habrá recurso deducido. 

6) Sentado lo anterior, coincido con el dictamen del Procurador General de fs. 570/572 vta., por el que se propicia el rechazo de la casación fundada a fs. 550/554. 

Considero, que el fallo de la Excma. Cámara de Apelaciones R.L. Laboral Nº 25/2015, se encuentra debidamente fundado en derecho y aplica la jurisprudencia vigente de la Corte Suprema de Justicia en las causas “Aragon” y Lestón”. 

Las sentencias dictadas por el Alto Tribunal, recaídas en las causas “Aragón” y “Lestón”, no implicaron la modificación del criterio general sentado en la causa “Azzetti”. En ambos, la Corte Suprema sostuvo que la aplicación del derecho común estaba excluida cuando el menoscabo derivaba del cumplimiento de misiones específicas y legítimas de las Fuerzas Armadas o de seguridad. Entendió el Máximo Tribunal, que si bien en esas causas el hecho dañoso no constituyó una “acción bélica” en sentido estricto, respondía a enfrentamientos armados relacionados con las funciones típicas de la fuerza (Cfr. Considerando 6º de las causas “Lestón, Juan Carlos c/ Estado Nacional Minist. Interior s/ ds. y ps.”, y “Aragón, Raúl E. c/ Estado Nacional Minist. Interior Gen. Nac. s/ ds. y ps.”, ambas de fecha 18-12-2007). La regla jurisprudencial antes aludida, resulta aplicable respecto de los heridos, mutilados o discapacitados por un “hecho bélico”; esto es, por definición, un hecho perteneciente o relativo tanto a la guerra como a otras agresiones padecidas por el causante a raíz de su pertenencia a las Fuerzas Armadas o policiales (causa “Azzetti”, Fallos: 321:3363). En igual sentido, el Máximo Tribunal precisó los alcances de la doctrina sentada en los referidos precedentes, al sostener que sólo los actos de servicio que sean “acciones bélicas” (fuerzas armadas) o “enfrentamientos armados” (fuerzas de seguridad), están excluidos del ámbito indemnizatorio (Cfr. Considerando 5º de la causa “García, José Manuel c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa– Ejercito Argentino- s/ ds. y ps”, del 20-12-11).

Ahora bien, la lesión experimentada por la parte actora- golpe en la frente con un bulón de acero- en “relación con actos del servicio”, es un supuesto equiparable a la agresión padecida, a raíz de enfrentamientos llevados a cabo por las fuerzas de seguridad en el cumplimiento de misiones específicas y legítimas. El Sr. Julio  Andrés Ramírez se incapacitó como consecuencia de haber intentado paliar los desmanes provocados por una manifestación violenta.  Por lo tanto, se trata de un pleito que se subsume en el criterio sentado por la Corte en “Azzetti”, extremo que, por si sólo, obsta al reconocimiento de una indemnización con base en el derecho común. 

Reafirma la solución propuesta el hecho de que los perjuicios provocados no son un supuesto de daños de origen accidental, en donde –a la luz de la doctrina emanada por la Corte Suprema en el reciente Fallo “GARCÍA”, sí resultan admisibles las pretensiones indemnizatorias con sustento en el derecho común.

En función de lo expuesto, estimo que el caso sub-examine se encuentra comprendido en la doctrina sentada en los precedentes “Lestón”, “Aragón” y “García”, puesto que los daños reclamados tienen su génesis en episodios atinentes a las tareas propias que competen a la fuerza policial, ocurrida en el marco de una manifestación violenta.  

Al respecto se ha sostenido que: 

“El 18/12/07, la CSJN sentenció el caso "Aragón, Raúl Enrique c/Estado Nacional Ministerio del Int. Gendarmería Nacional" (LL 2008-D-508; DJ 2008-II, 27- Sup. Adm. 2008 -julio-). Se trataba de un sargento de la Gendarmería Nacional, en situación de retiro, que demandó al Estado Nacional por los daños que sufrió cuando, integrando una patrulla antidrogas, recibió heridas de bala, provenientes de tres sospechosos, que le produjeron lesiones irreversibles. La Corte rechazó la demanda invocando la doctrina sentada en "Azzetti" (Fallos 321:3363, 10/12/98), y señaló que en este precedente "se sostuvo que, a diferencia de los casos en que la lesión reconoce un origen típicamente accidental, las normas del derecho común no resultan aplicables cuando la lesión es el resultado de una acción bélica, esto es, una mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, características del servicio público de defensa"; "el núcleo de la doctrina sentada (...) lo constituye la diferencia entre daños de origen accidental y daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad. En esta última categoría no resultan aplicables las normas de derecho común, que son, justamente, las invocadas por el actor en su demanda"; "una fuerza de seguridad, como la Gendarmería Nacional, lleva a cabo misiones específicas que pueden implicar enfrentamientos armados, respecto de los cuales resulta aplicable la doctrina precedentemente expuesta, pues que, aunque aquéllas no constituyan -como es obvio- acciones `bélicas en un sentido estricto, están estrechamente vinculadas con las funciones típicas de la fuerza. Consiguientemente, los daños sufridos como consecuencia de los aludidos enfrentamientos no pueden generar un derecho al resarcimiento según las normas del derecho común."- Votaron en disidencia los Ministros Highton de Nolasco y Zaffaroni, por considerar que la doctrina sentada en "Azzetti" no era trasladable al caso. En la misma fecha -18/12/07- la CSJN sentenció el juicio "Lestón, Juan Carlos c/Estado Nacional-Ministerio del Interior-Policía Federal Argentina s/Daños y perjuicios". En este caso, el actor era un Sargento 1ro. de la Policía Federal que sufrió daños cuando, integrando una comisión policial que recorría la Capital federal, unos sospechosos los atacaron a balazos, que lo alcanzaron. Invocó los arts. 1109, 1113 y concordantes del Código Civil y las leyes de accidentes de trabajo. La CSJN, por mayoría, confirmó el rechazo de la demanda, por los mismos argumentos que en Aragón, diciendo de la Policía Federal lo mismo que había expresado de la Gendarmería Nacional. También en esta ocasión lo ministros Highton de Nolasco y Zaffaroni consideraron que no era aplicable la doctrina sentada en "Azzetti".- De acuerdo, entonces, al reiterado criterio de la CSJN, en casos como el presente el policía que sufre lesiones en un acto de servicio no puede pretender que el Estado lo indemnice en base a las normas del derecho común.” (Godoy, Rubén Darío vs. Provincia de La Pampa s. Accidente - Acción civil /// Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería, General Pico, La Pampa; 13-02-2012; Jurisprudencia de la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería de General Pico, Provincia de La Pampa (II Circunscripción Judicial); RC J 4050/12, http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador, acceso 23/09/15).
Asimismo, debo destacar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación nunca ha sostenido la obligatoriedad lisa y llana de sus precedentes, postulado que sería difícilmente compatible con la libertad de juicio que es propia de los magistrados (doctrina de Fallos 25: 368; 212: 325, entre otros). Sin embargo, la Corte ha exigido que los tribunales inferiores controviertan los argumentos que sustentan los precedentes, aportando otros nuevos (Fallos 212: 51; 307: 1094; 312: 2007). Desde hace más de dos décadas, la doctrina es la siguiente: “…no obstante que la Corte Suprema sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos y su fallo no resulta obligatorio para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a aquéllas. De esa doctrina, y de la de Fallos 212: 51 y 160, emana la consecuencia de que carecen de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia…” (Fallos 307: 1094).
En definitiva, el recurrente no logra demostrar el error de derecho en el que supuestamente habría incurrido el fallo atacado, según lo prescribe el art. 289 CPC y C, y los fundamentos de la casación se refieren más bien, a una mera discrepancia con lo resuelto por la Cámara y con la aplicación al caso de la doctrina jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia, cuestiones ajenas a la casación que no son revisables por esta vía recursiva.
Se ha dicho que en la casación, se debe expresar clara y concretamente cual es el error “in iudicando” que se le imputa, con el agregado de que se ha de citar de igual manera la ley inaplicable, aplicable o infringida, expresando en qué consiste su infracción o inaplicabilidad, ya que es insuficiente el recurso en el que no se exprese en qué  concepto existe inaplicabilidad de la ley que se impugna; o en el que se omita precisar en qué sentido se habría aplicado erróneamente la ley que se invoca; etcétera. En tal sentido, Manuel Ibáñez Frocham – Tratado de los Recursos en el Proceso Civil – Doctrina, Jurisprudencia y Legislación comparada – Ed. La Ley -  pág. 324.
También se ha sostenido que asumir facultades de los tribunales de mérito, es crear un tercera instancia ordinaria. No puede pretenderse que por el recurso de casación se llegue a este punto, con el fin de reditar la justicia material de los tribunales de grado sino “el restablecimiento del imperio de la ley, y lleva por consiguiente una función publica con prescindencia de los intereses de las partes” (STJSL, “Romero Roque Daniel-Recurso de Casación”, 29/11/05). 

Debe subrayarse, que la finalidad de carácter general que reviste el recurso de casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia, y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia, que por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva, en el caso concreto fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito.

Ello nos lleva a sostener que:  “... esta excluido del control de la Corte de casación el ejercicio de los poderes discrecionales del juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal” (DE LA RUA FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN, p. 312).

Por ello, advirtiendo el incumplimiento por parte del recurrente, de los recaudos exigidos a los fines de la fundamentación de la casación, y en concordancia con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, corresponde rechazar el mismo. 

Por lo expuesto supra, VOTO a esta cuestión por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA, Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Costas al recurrente vencido. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
                                                                                                                           ///…

///…
San Luis, diciembre tres de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación articulado.-
II) Costas al recurrente vencido.-
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-.
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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